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El pasado 21 de enero esta ciudad (Albacete) vi-
vió un hecho singular: mereció el dudoso honor de
ser el primer lugar de nuestro país donde un grupo
de objetores de conciencia era sometido a juicio por
negarse a cumplir la Prestación Social Sustitutoria.
Los seis fueron condenados a dos años, cuatro me-
ses y un día de prisión, es decir, la mínima pena po-
sible, según el artículo 2.3 de la Ley Orgánica 8/1984
de 26 de diciembre, pero suficientemente grave
como para imposibilitar la aplicación de la remisión
condicional y evitar así su ingreso en prisión. A par-
tir de ese momento, en otros lugares (Bilbao, Tole-
do) se ha vivido una experiencia semejante.

Creo no equivocarme si afirmo que la mayoría de
la sociedad contempló con estupor que esas con-
ductas pudieran castigarse con penas tan graves,
idea reafirmada ante la negativa de los insumisos a
recurrir oportunamente las sentencias, lo que impli-
caba su inmediato ingreso en prisión, pretendiendo
quizá convertirse en una especie de mártires de una
injusta legislación, rehenes de la misma con el fin
de mantener viva la impresión de que en nuestro
país, en 1981, existen presos de conciencia. Se cOfl-
seguiría así captar la atención de la opinión pública,
procurando de este modo Rresionar al legislador
para que derogue de una vez tan injusta ley. Que lo
consigan es bastante dudoso, desgraciadamente;
que ese método sea el idóneo es más que discutible.

La verdad es que los poderes públicos nunca se
han tomado muy en serio el que una persona pue-
da decidir libremente (en el fuero de su conciencia)
si hace o no el servicio militar. El artículo 30.2 de la
Constitución, que lo permite, ha sido durante bas-
tantes años un antipático precepto que -en el fon-
do, según opinión más o menos extendida- obliga-
ba a «dejar salirse con la suya» a un grupo de ciu-
dadanos discrepantes en el fondo con la llamada
«ideología militar» según la cual, el servicio armado
a la patria representa el más alto honor que en la
persona cabe. Una ideología que observaba cómo,
contra la «virilidad» del uniforme se alzaba el «invi-
ril» joven con vaqueros y pelo largo. La objeción de
conciencia se tendrá que regular -pensaban con
seguridad- porque no hay más remedio, pero que
quede claro que se trata de una afrenta a la institu-
ción militar.

y así, cuando parecía que la Constitución termi-
naba de una vez por todas con una secular suplan-
tación del poder civil por el militar, resulta que el le-
gislador democrático termina por asumir -como ve-
remos- esa ideología militar y coloca al objetor en
situación de marginalidad en la ley 48/1984 de 26
de diciembre, reguladora del derecho. Las barreras

que el legislador interpone al ejercicio de la objeción
van desde el control de los motivos que llevan a la
misma (saltándose olímpicamente la expresa prohi-
bición constitucional del artículo 16.2) hasta la op-
ción por una Prestación Social Sustitutoria (a la que
no obliga en modo alguno el texto constitucional)
que procura colocar al objetor «por la puerta de
atrás» dentro de la disciplina militar (a la que se equi-
para su régimen de cumplimiento) y además por un
período de tiempo que puede llegar a ser el doble
del previsto para el servicio militar (siendo, por otra
parte, discrecional mente fijado por el Gobierno).
Pero, por si todo esto fuera poco, se le somete ade-
más a un régimen penal más duro que el militar
(LO 8/1984 de 26 de diciembre, arto 2). Parece como
si todo ello debiera servir como efecto disuasorio y
que los indecisos terminen por aceptar ser llamados
a filas para evitarse todos los inconvenientes que el
declararse objetor comporta.

Las dudas acerca de la,constitucionalidad de la re-
gulación no han sido re$ueltas por más que el Tri-
bunal Constitucional haya optado por la «conserva-
ción de la norma» en sus sentencias 160 y 161 de
27 de octubre de 1987. El voto mayoritario no impi-
de Que sean precisamente sus ponentes quienes
(también por motivos de conciencia) expresen su
disconformidad con la tesis de la mayoría. No se tra-
ta, pues, de dudas infundadas, sino de la constata-
ción de que quienes trabajaron con mayor ahínco el
tema llegaron a la conclusión (sobre todo De la Vega
Benayas en la 160/87) de que el legislador «descon-
fía» de los objetores y les somete a un régimen que,
lejos de suponer ejercicio de un derecho fundamen-
tal, lo que conlleva es un cercenamiento del mismo.

Mucho más sorprendente es la decisión del tribu-
nal teniendo en cuenta que al referirse a la objeción
de conciencia del médico para practicar el aborto le-
gal resulta que el derecho a la objeción de concien-
cia «existe y puede ser ejercido con independencia
de que se haya dictado o no tal regulación. La ob-
jeción de conciencia forma parte del contenido del
derecho fundamental a la libertad ideológica y reli-
giosa reconocido en el artículo 16.1 de la Constitu-
ción ...» (STC 53/1985 de 11 de abril, F. Jco. 14). De-
recho fundamental, pues, para el médico; derecho
«constitucional» no fundamental para el objetor. Sin
llegar a entenderse -ni fundamentarse cabalmen-
te- muy bien, resulta que existen dos clases de ob-
jeciones de conciencia, y puesto que la Constitución
no reconoce tal clasificación, el único motivo (que
no razón) para distinguirlas es que, según afirma la
STC 161/87, la relativa al servicio militar no es un
derecho sin más, sino la excepción al cumplimiento
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de un deber justificado por los fines propios de las
Fuerzas Armadas según el artículo 8 de la Constitu-
ción. «En esa tarea de armonización --dice la sen-
tencia- el legislador no podría ciertamente poner
condiciones arbitrarias al ejercicio del derecho del
objetor porque violaría la interdicción de la arbitra-
riedad que impone el artículo 9.3 de la Constitu-
ción». Estamos, pues, ante un derecho fundamental
(resulta inaceptable incluso para los ponentes de
ambas sentencias la perífrasis que lleva a negarie
este carácter, olvidando totalmente la jurisprudencia
constitucional anterior) mediatizado por las funcio-
nes que el artículo 8 de la Constitución asigna a la
institución militar. Precisamente el precepto en el
que se apoyaba la facción más reaccionaria del ejér-
cito y de la sociedad para justificar, ya en pleno es-
tado constitucional, la llamada «autonomía militar»,
parece tener vigor suficiente para que un derecho
fundamental quede totalmente desdibujado. Y sin
embargo, la letra de la Constitución concede a las
Fuerzas Armadas el mismo carácter de institución
básica del Estado que a los partidos políticos (art. 6)
o a los sindicatos (art. 7), sin que a éstos se les per-
mita, como es lógico, el cercenamiento de derechos
fundamentales, sin los cuales el Estado democráti-
co resulta irreconocible.

Así pues, al objetor se le coloca en la tesitura de
aceptar sin más una regulación de su derecho fun-
damental que adolece de inconstitucionalidad mani-
fiesta o de incurrir en una conducta punible si deci-
de incumplir dicha legislación, resultando, además,
que el tratamiento penal del objetor insumiso es
-también- contrario a los postulados constitucio-
nales. En efecto, lo primero que debe justificar el le-
gislador es la necesidad de acudir al aparato puni-
tivo para sancionar conductas que, en el fondo, re-
presentan mero incumplimiento de obligaciones ad-
ministrativas; porque ¿cuál es el bien jurídico prote-
gido en el artículo 2 de la LO 8/1984? Parece claro
que se intenta «motivar» al objetor para que cumpla
una Prestación Social Sustitutoria que en su régi-
men y duración es claramente inconstitucional. Des-
de luego, el objetor no incumple el «deber de defen-
der a España» (art. 30.1 CE), porque la PSS ni per-
sigue ni puede alcanzar dicho fin (a menos que se
entienda por talla colaboración con minusválidos en
el INSERSO). y en modo alguno puede justificar el
legislador su opción por la sanción penal en la igual-
dad de tratamiento con el no objetor que incumple
su deber de realizar el servicio militar. El prófugo sí
se halla sometido a la disciplina castrense, mientras
que el objetor insumiso no hace otra cosa que ejer-
cer su derecho fundamental incumpliendo los debe-
res civiles que le asigna la ley.

Pero incluso optando por la sanción penal para el
insumiso, la misma no puede nunca ser igual a la
del prófugo, por su objetiva menor lesividad. Y si no
puede ser igual, menos aún comportar una privación
de libertad superior, que es precisamente lo que
ocurre en nuestro país. En efecto, mientras la pena
mínima del prófugo es de un año de prisión (art. 127

1 Estévez Araujo, ••La estrategia de la desobediencia civil» en
En pie de Paz. número 10. 1988. pág. 18. De él es también la
opinión de cómo se gana el respeto el desobediente, en ••El pro-
blema de la justificación de la desobediencia civil» en Mientras
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CPM), la del insumiso -según se dijo al comien-
zo--- es de dos años, cuatro meses y un día; penas
no sólo cuantitativamente dispares, sino cualitativa-
mente distintas. precisamente por la imposibilidad
de aplicar al insumiso la remisión condicional que
evitaría su ingreso en prisión (privación efectiva de
un derecho fundamental), mientras dicha posibilidad
sí cabe para el prófugo. En este sentido, la doctrina
del Tribunal Constitucional suele ampararse en la li-
bre discrecionalidad del legislador para adecuar la
medida de pena al delito cometido, sin que en prin-
cipio pueda exigirse la proporcionalidad entre hecho
y sanción. Sin embargo, éste es precisamente uno
de los efectos directos del principio de culpabilidad
al que el tribunal sí concede rango constitucional en
numerosas sentencias y, por otra parte, en este caso
no se trata de comparar ambos elementos en abs-
tracto, sino de ponderar su proporción teniendo en
cuenta que la gravedad de la pena se convierte di-
rectamente en lesión del contenido esencial del de-
recho fundamental a la objeción de conciencia, tal y
como afirma De la Vega Benayas en su voto parti-
cular a la STC 160/87.

Por todo ello: ausencia de bien jurídico constitu-
cionalmente reconocido y afectación del principio
constitucional de culpabilidad, lesionando un dere-
cho fundamental, la regulación penal del incumpli-
miento de la Prestación Social Sustitutoria es tam-
bién inconstitucional.

Dicho esto, merece ser analizada ahora la postu-
ra de los insumisos condenados y de sus defensas
legales, ya que a mi juicio su ingreso en prisión sólo
se explica por un malentendido coraje que se con-
funde con la desobediencia civil propia de un Esta-
do democrático. En efecto, como afirma Estévez
Araujo 1

: «Quien practica la desobediencia civil sabe
que corre el riesgo de ser castigado por ello. Sin em-
bargo, ser castigado no es el objetivo primordial que
persigue. La desobediencia civil no pretende tanto
centrar la atención sobre el hecho de la represión
como sobre las razones de la desobediencia. En
este caso denunciar una regulación de la objeción
de conciencia que tiende en rigor a limitar injustifi-
cadamente ese derecho. Sin embargo, contra actUé:-
ciones injustas de los pOderes públicos (en este
caso el Parlamento), la desobediencia civil en un Es-
tado democrático no puede articularse del mismo
modo que en el Estado autoritario. Pues así como
éste carece de vías jurídicas para la depuración de
disposiciones contrarias a la dignidad de la persona
(que es la afectada cuando se limita injustificada-
mente un derecho fundamental), el Estado democrá-
tico sí cuenta con tales vías. Por ello, autores como
Dreier, afirman que allí donde se reconocen dere-
chos fundamentales de la persona, la desobedien-
cia civil contra el derecho injusto «se presenta como
lucha por el derecho con los medios procesales y en
las formas procesales del derecho, como problema
de la justificación. sobre la base de los derechos fun-
damentales de desobediencia en el conflicto jurídico
judicial»2.

Tanto, número 19, 1984, págs. 45-60, en especial, págs. 58-60.
2 Dreier, ••Derecho y moral» en Garzón Valdés (Compilador)

Derecho y Filosofía, Barcelona, 1985, pág. 98.



Trasladando esta doctrina al caso de los insumi-
sos juzgados y condenados en nuestro país, consi-
dero incorrecta su postura de aceptar sin más la
pena impuesta, sin recurrir siquiera en casación in-
vocando los problemas de constitucionalidad que
presenta la normativa vigente sobre objeción y, en
el orden penal, la eximente de ejercicio legítimo de
un derecho fundamental, requisito «sine qua non»
para recurrir posteriormente en amparo contra la
sentencia condenatoria. Por el contrario, al menos
en alguno de los casos juzgados en Albacete, la de-
fensa se contentó con solicitar la aplicación de cir-
cunstancias eximentes tan extrañas a los hechos
como la legítima defensa o el cumplimiento del de-
ber, absolutamente inidóneas ambas para amparar
la actuación del insumiso. Incluso el juez, «motu pro-
pio», se ha detenido a analizar si sería aplicable la
eximente de ejercicio legítimo de un derecho, adop-
tando finalmente una postura contraria, «pues no se

contemplan motivos de conciencia como causas de
exclusión o exención de la prestación social sustitu-
toria», lo que no satisface en absoluto, porque el pro-
blema -tal y como he intentado exponer- consis-
te en que el ejercicio «legítimo» del derecho funda-
mental no -soporta una regulación como la actual.

En realidad, existen motivos más que sobrados
para obligar al Tribunal Constitucional a pronunciar-
se de nuevo sobre la regulación de la objeción de
conciencia en nuestro país y ése es precisamente
-en mi opinión- el camino «jurídico» que debieran
recorrer los insumisos, más útil y seguramente tan
digno de respeto o más que su postura testimonial
de aceptar la prisión convirtiéndose en objetos de
una justa reivindicación, Ellos pueden poner de ma-
nifiesto que existe verdaderamente una fractura en-
tre la voluntad institucional y la voluntad de la ma-
yoría, siendo su castigo totalmente inmerecido. De
lo que se trata, en definitiva, es de lograr que la ley
cambie utilizando todos los mecanismos para ello.
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